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Acuerdo para garantizar que los programas sociales no se utilicen con fines electorales
En efecto hay un punto que se retiró del Proyecto anterior, porque se entendió que aquí en este otro es donde es pertinente, y hay una distancia entre lo que se propone con la valoración que hace el Partido Revolucionario Institucional.

Los programas sociales son del todo pertinentes para asegurar derechos fundamentales de los individuos y para que el Estado intervenga contra las condiciones de marginación, pobreza y exclusión social. De lo que se trata es que la marginación, la pobreza y la exclusión social no sean usadas con fines político electorales por los gobernantes en turno y sus partidos políticos, y lo hago en plural, gobernantes de todos los niveles y partidos políticos de todos los colores.

Los programas sociales no pueden ser ocurrencias ni usados de manera discrecional, por eso, en nuestro país que tiene ya cierta tradición en la construcción de Política Social y de programas sociales, tenemos cierta madurez en cuanto a la normatividad de estos programas; así, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, expresa con claridad que se deben definir los programas a través de los cuales se otorguen subsidios y aquellos programas que deberán sujetarse a reglas de operación, con el objeto de asegurar que la aplicación de los recursos públicos se realice con eficiencia, eficacia, economía, honradez y transparencia. Eso lo dice el artículo 77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

También la Ley General de Desarrollo Social establece que todos los programas sociales deben publicarse en el Diario Oficial de la Federación o en su caso, en los periódicos oficiales de los estados, para que los programas sociales empiecen a operar.

¿De qué se trata? Que primero están las reglas de operación y después cobran vigencia los programas, no al revés. ¿Qué tienen las reglas de operación? Los criterios de selección de los beneficiados, instituciones o localidades objetivo, el mecanismo de selección o asignación, reglas claras y consistentes con los objetivos de la política del Programa, los casos supuestos, requisitos y plazos que dan derecho a realizar el trámite, es decir, quiénes son los beneficiarios, cómo se construye un padrón de beneficiarios, qué se les da, por qué se les da, cuándo se les da; eso se establece en las reglas de operación.

¿Qué es lo que nosotros estamos diciendo? Que si se empiezan a dar bien esos servicios públicos en la temporada electoral que no estén protegidos por reglas de operación, eso es indicio de que no estamos ante programas sociales, sino, ante estrategias discrecionales de los gobernantes para entregar recursos públicos a la población.

Por supuesto, que el hecho de que existan reglas de operación no se traduce automáticamente en que se quede a salvo algún servidor público de cometer alguna infracción a la norma, porque puede haber la regla de operación, pero se puede estar aplicando mal el Programa, con fines electorales.

Nosotros no estamos diciendo que la no existencia de reglas de operación en automático se convierte en un delito electoral, pero quedaría un indicio, y que daría un indicio de legalidad el hecho de que existan reglas de operación. Esa es “la nuez” de este Proyecto de Acuerdo.

Por otra parte, ya se explicó, nos hacemos cargo, además por la temporada del año en la que se van a desplegar las campañas electorales, que puede haber desastres naturales, fenómenos no previstos que impliquen la operación del Fondo Nacional para Desastres Naturales, el FONDEN, y en ese caso, sí se acercan bienes y servicios a la población de forma extraordinaria, pues obviamente, no seríamos tan odiosos de decir que ahí se está cometiendo alguna infracción. Por supuesto que esta autoridad es sensible.

Ahora bien, sobre el Punto de Acuerdo Segundo, el que se refiere a que: la inclusión de elementos visuales, auditivos, imágenes, nombres, lemas, frases, expresiones, mensajes o símbolos que conlleven velada o implícitamente o explícitamente la promoción de un gobierno o sus logros, no está salvado con el Acuerdo del 18 de febrero de este Consejo General, porque ese Acuerdo se refería a las excepciones de las acciones de Gobierno que pueden seguir durante las campañas, básicamente, educación, salud y protección civil.

Aquí no nos estamos refiriendo al contenido de las campañas publicitarias; nos estamos refiriendo a que en las cajas, envoltorios, bolsas, en lo que se entregue a la gente los bienes y servicios públicos, no se esté haciendo promoción del Gobierno en turno durante las campañas.

Es distinto; es no aprovechar los programas sociales para llegar con ellos, con el mensaje alusivo al gobierno en turno a los beneficiarios. ¿Cuál es la idea? Que no se alteren los padrones de beneficiarios, que no se saquen programas sociales de la chistera, que no empecemos a ver a Presidentes Municipales, Jefes Delegacionales, Gobernadores o lo que sea, inventando en cualquier momento programas sociales para congratularse con la población en plenas campañas electorales.

Los programas sociales tienen sentido, deben de seguir adelante, protegen derechos, pero por lo mismo, esos programas sociales se deben de inscribir en lo previsto en la Ley de Responsabilidad Hacendaria y en la Ley de Desarrollo Social; deben de tener sus reglas de operación, previamente publicadas si no hay regla de operación publicada, no hay Programa Social desde el punto de vista jurídico, lo que tenemos es otra estrategia, frente a esas eventuales estrategias es que está previendo este Acuerdo.

El otro tema es siguiendo una sentencia de la Sala Superior, que no se usen los logos, las frases, los emblemas durante las campañas electorales de los gobiernos.

